
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por prematura presentación de la tutela, se encuentra pendiente el trámite de definición de competencia

“(…) es sabido que al recibir los expedientes, los Jueces Civiles del Circuito a quienes se les repartan, tendrán la opción de asumir la competencia; y si consideran que no la tienen, generar los conflictos que correspondan, que tendría que dirimir la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Esto pone al descubierto lo prematuro de estas acciones de tutela, pues en el camino quedan alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar, lo que, en términos del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, torna improcedente el amparo.”

APELACIÓN EN ACCIÓN POPULAR/ Improcedencia frente al auto que rechaza la demanda 
“La orden de que se conceda la apelación contra el auto que rechazó las acciones populares es inviable (…) la lectura del artículo 36 de la Ley 472 de 1998 da en concluir que la apelación contra los autos dictados en las acciones populares es bastante restringida y el que las rechaza no encasilla dentro de aquellas que la admiten.” 
ACUMULACIÓN DE ACCIONES POPULARES/ Decisión no caprichosa que respeta el principio de economía procesal 
“(…) en ese proceder ninguna arbitrariedad se advierte, por el contrario, se trata de un mecanismo que permite agilizar el trámite de esas demandas que, bien se sabe, se promueven en número considerable, por unos mismos hechos, contra la misma entidad, pero separándolas, sin razón, por cada punto donde se presta el servicio.”
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Acta N° 156 de abril 8 de 2016
Decide la Sala estas acciones de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó las acciones de tutela referenciadas contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca, junto con estas órdenes a la funcionaria: (i) admitir la acción popular que allí radicó;  (ii) concederle la alzada que propuso contra el auto que la rechazó; (iii) aportarle copia de su tutela a la acción popular y de los documentos que pidió como pruebas; y (iv) desacumular sus acciones populares, ya que si cree que no tiene competencia, carece de ella para ese efecto.

Adicionalmente, solicitó que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico; se le brinden copias de lo actuado; y se tramite la acción contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para determinar si vulnera la Ley 734 de 2002 por negarse a tramitar tutelas en su nombre; y que si llegase a prosperar la acción, se haga extensiva a todas las acciones populares donde la funcionaria haya actuado igual. 

Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. El demandante intervino para reclamar que se dé trámite integral a las tutelas y escanear copia del “AUTO DE PRESENTACIÓN” de su acción. 

El Defensor del Pueblo señaló que de ser cierta la acusación que plantea el accionante, debe accederse a sus súplicas. La funcionaria accionada adujo que la razón para rechazar las acciones populares es que se indicó como lugar de las violaciones ciudades distintas a Pereira; agregó que a la acción popular 2015-00786 se acumularon otras 7 contra el mismo banco Davivienda, con varias sucursales en Medellín; y a la acción 2015-00877, se acumularon 36 demandas contra el Banco Caja Social, sedes de la ciudad de Bogotá. Remitió copias de decisiones de la Sala de Casación Civil que resolvieron conflictos de competencia y de las actuaciones surtidas en las acciones populares. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.
Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa del aparente desconocimiento de la regla contenida en el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, lo que propició la acumulación de las mismas, y en este contexto, han de resolverse con un mismo criterio fáctico y jurídico, por corresponder a la misma situación de hecho.

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen, si bien aún está por definirse lo relativo a la competencia, porque es sabido que al recibir los expedientes, los Jueces Civiles del Circuito a quienes se les repartan, tendrán la opción de asumir la competencia; y si consideran que no la tienen, generar los conflictos que correspondan, que tendría que dirimir la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Esto pone al descubierto lo prematuro de estas acciones de tutela, pues en el camino quedan alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar, lo que, en términos del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, torna improcedente el amparo.
Ahora bien, allende esta circunstancia, en vista de que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en casos similares
, ha asumido el análisis de frente a los requisitos especiales, ya no los generales, dando por superado aquel obstáculo, es pertinente señalar, en cuanto corresponde a la actuación del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, que, al margen de que se comparta su posición, para lo que interesa al Juez de tutela, no puede ella calificarse de arbitraria, caprichosa o antojadiza, si bien es el resultado de una válida interpretación del artículo 16 de la Ley 472 de 1998, que señala que para establecer la competencia territorial, ha de tenerse presente el lugar de ocurrencia de los hechos y del domicilio de la parte accionada, que para el caso corresponden a lugares diferentes a Pereira. En asuntos de similar matiz, como lo reflejan las copias enviadas por la funcionaria, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, ha expuesto argumentos en este mismo sentido, lo que esta Sala comparte. De ahí que, si se diera por entendido que las causales genéricas de procedencia de la acción de tutela se cumplen, no se abriría paso la protección, porque no habría incurrido el despacho judicial en una anomalía que fuera susceptible de corrección por parte del juez constitucional. 

En cuanto a las restantes “pretensiones” se tiene lo siguiente: 

La orden de que se conceda la apelación contra el auto que rechazó las acciones populares es inviable, si, como se viene precisando de tiempo atrás por la Corte Constitucional
, nuestro órgano de cierre
, y esta Corporación
, la lectura del artículo 36 de la Ley 472 de 1998 da en concluir que la apelación contra los autos dictados en las acciones populares es bastante restringida y el que las rechaza no encasilla dentro de aquellas que la admiten. 
En cuanto a que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, de todo lo actuado se le envía copia al que fue suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación. 
Las demás peticiones, como consecuencia de lo dicho, se negarán, incluida la orden de desacumular las acciones populares, pues en ese proceder ninguna arbitrariedad se advierte, por el contrario, se trata de un mecanismo que permite agilizar el trámite de esas demandas que, bien se sabe, se promueven en número considerable, por unos mismos hechos, contra la misma entidad, pero separándolas, sin razón, por cada punto donde se presta el servicio. 

En lo que atañe a la insistente petición de que se tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, en el auto que dio impulso a la acción se resolvió enviar copia de la demanda a Manizales, para que allí se repartiera entre los jueces competentes, siguiendo la orden que en tal sentido recibió esta Sala, como se indicó con suficiencia. Esto, sin perjuicio de que se diga que ante las últimas decisiones del Superior
, en el sentido de que esa autoridad debe ser vinculada directamente en las acciones de tutela que aquí se promueven, así se procederá en el futuro. 

Por último, se absolverá a las demás entidades involucradas.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local.
Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión y a su regreso archívese sin trámites adicionales. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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